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Ratificación de instrumentos internacionales
1. En 2019 Chile ratificó el Protocolo Facultativo de la CEDAW; en 2021 el Protocolo al Convenio

29 de la OIT sobre el Trabajo Forzoso; en 2022 el Acuerdo de Escazú; y en 2023 el Convenio
190 de la OIT sobre la Violencia y el Acosoi.

2. En 2019 la CEACR solicitó mayores precisiones al país en relación con el Convenio 189 de la
OITii, particularmente, en la definición del Trabajador(a) Doméstico(a), la protección contra la
violencia, las condiciones de empleo para las personas migrantesiii.

3. En 2023, se anunció el envío del Convenio 176 de la OIT, sobre Seguridad y Salud en las Minas,
para su ratificación.

4. Está pendiente de ratificación el Protocolo Facultativo del PIDESC, y la Convención sobre la
Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad.

Recomendaciones
5. Promover la ratificación del Protocolo Facultativo del PIDESC y de la Convención sobre la

Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad.

Institucionalidad de Derechos Humanos
6. El INDH (estatus A) entre 2019 y 2022, atravesó por una fuerte polarización de su Consejo, la

toma de su sede por manifestantes y una crisis institucional de la cual se está recuperando. En
2022, la Cámara de Diputados/as dejó sin presupuesto al INDH y presentó indicaciones que
podían afectar su autonomíaiv. En noviembre de 2022v, el Senado repuso el presupuesto.

7. La Defensoría de la Niñezvi cuenta con presupuesto para tener oficinas territoriales en solo 6
de las 16 regiones del país. En mayo de 2023 concluyó el período de la primera Defensora de
la Niñez y sigue pendiente la designación de un sucesor vii.

8. La evaluación pública del Primer Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021 valoró el
establecimiento de un control de la gestión pública para su implementación mediante
reportes de seguimiento. Sin embargo, no se implementó el monitoreo por parte del INDH ni
de la sociedad civil y los recursos humanos y financieros para su implementación fueron
insuficientesviii.

9. El Segundo Plan de Derechos Humanos 2022-2025 entró en vigor en enero de 2023 con
dificultades de monitoreo, especialmente para sociedad civil.

10. No existe un mecanismo nacional de seguimiento de recomendaciones internacionales. Sin
embargo, MIDESO, mediante la Subsecretaría de la Niñez, implementa acciones de
seguimiento de las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño.

11. Chile no cuenta con un mecanismo de protección y reconocimiento a las personas defensoras
de derechos humanos, aunque se está avanzando en la materia.

Recomendaciones
12. Dotar al INDH y a la Defensoría de la Niñez de recursos humanos, financieros y técnicos

suficientes para su funcionamiento efectivo.
13. Asignar suficientes recursos financieros y humanos para la implementación del Plan Nacional

de Derechos Humanos; fortalecer la acción interinstitucional en su ejecución y crear canales
efectivos para su monitoreo por parte de la sociedad civil, el INDH y la Defensoría de la Niñez.

14. Establecer un mecanismo nacional de seguimiento de recomendaciones internacionales.
15. Establecer un mecanismo/protocolo de protección de personas defensoras de derechos

humanos.

Uso de la fuerza
16. En 2019, a solicitud del Estado, ACNUDH realizó una misión para evaluar la situación de los

derechos humanos en relación con el “estallido social”. En su informe constató que “ciertas
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violaciones a los derechos humanos, en particular el uso indebido de armas menos letales y los
malos tratos, son reiteradas en el tiempo, en el espacio”.

17. En 2021, ACNUDH publicó un informe de seguimientoix que reconoció avances en la
actualización de protocolos que rigen el uso de la fuerza de la policía y registros de
detenciones, entre otros, pero alertó por la persistencia de desafíos en la regulación del uso
de la fuerza. El informe reconoció la reducción del uso de “escopetas antidisturbios” que
causaron muchos casos de daño ocular, aunque no han sido del todo eliminadas. Se
recomendó al Estado “impulsar reformas estructurales que aseguren la supervisión civil y el
monitoreo independiente de sus actividades [de Carabineros] fortaleciendo la transparencia, el
acceso a la información y la rendición de cuentas”.

18. En 2020 se creó la Comisión para la Reforma de Carabineros. En 2022, se presentó la Comisión
para la Reforma de las Policías y la Unidad Consultiva, con escasos avances.x

19. En 2023, frente al deterioro de la situación de seguridad, se adoptó la Ley N° 21.560 que
pretende “fortalecer y proteger el ejercicio de la función policial” y del servicio penitenciario
(GENCHI). ACNUDH expresó preocupación por los cambios que reducían la rendición de
cuentas y obstaculizaban el acceso a la justicia para las víctimasxi, y por la aplicación
retroactiva de esta ley en casos del estallido social”.

Recomendaciones
20. Finalizar la adaptación de los protocolos sobre el uso de armas menos letales, eliminando el

uso de “escopetas antidisturbios”.
21. Avanzar en la reforma a las policías para fortalecer la transparencia, el control civil y la

rendición de cuentas; evitando medidas que favorecen el uso excesivo de la fuerza y la
impunidad.

Derecho a la reunión pacífica
22. El Decreto Supremo 1.086 (de 1983) establece un sistema de notificación que se convierte en

autorización de facto y no reconoce la posibilidad de manifestaciones espontáneas.
23. Recientes avances incluyen la modificación de los protocolos de mantenimiento y

restablecimiento del orden público y la creación de la figura del agente de diálogo en contexto
de protestasxii.

Recomendaciones
24. Adoptar una ley que garantice la protección del derecho de reunión pacífica en conformidad

con los estándares internacionales y ponga fin al sistema de autorización de facto.

Derecho a la educación
25. Chile ha hecho esfuerzos en avanzar hacia un sistema educacional inclusivo. En 2019 se

modificó la Ley de Inclusión Escolarxiii que puso fin al lucro en la educación con recursos
públicos, instaló un nuevo Sistema de Admisión Escolar que eliminó la selección de los
estudiantesxiv, y estableció la gratuidad progresiva, mediante el aumento de recursos
destinados a calidadxv. La Ley también protege ante discriminación en el acceso y permanencia
en los establecimientos educativosxvi.

26. El COVID-19, con el consiguiente cierre de escuelas - prolongado en Chile- impactó
desproporcionadamente a las escuelas públicas, agravó las brechas entre las clases
socioeconómicas y resultó en un dramático aumento del abandono escolarxvii.

27. Existen brechas en el financiamiento del derecho a la educación de estudiantes extranjeros
que ingresan al sistema escolar con un Número de Identificación Provisoria (NIP)xviii , y en los
centros de educación inicial con financiamiento público (jardines infantiles) los que no reciben
la subvención preferencial escolar, afectando el buen funcionamiento de las escuelas y la
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calidad de la educaciónxix.
28. En 2021, se promulgó la Ley Nº21.369 contra el acoso sexual, la violencia y la discriminación

de género en la educación superior.
29. En 2021, el CNE aprobó una nueva modalidad de reingreso educativo que incluye mejoras al

sistema actual de escuelas de reingresoxx. Esta modalidad no se ha implementado debido a la
falta de una ley que establezca la subvención requeridaxxi.

30. Chile ha avanzado en la implementación del Programa de Integración Escolar que otorga una
subvención preferencial a los establecimientos regulares y especiales que atienden a
estudiantes con necesidades educativas especiales (NEE). Sin embargo, los centros de
educación inicial con financiamiento públicoxxii no cuentan con este programa, lo que
constituye un desafío para avanzar en la inclusión de NNA con discapacidad.

31. En 2022, MINEDUC lideró una mesa técnica para la Política Nacional de Educación en
Afectividad y Sexualidad Integralxxiii. Actualmente se prepara un proyecto de ley para
garantizar la educación sexual integral en las escuelas. Sin embargo, la oposición presentó una
acusación constitucional en contra del Ministro de Educación por promoverla, alegando que
contraviene el derecho preferente de los padres a educar a sus hijosxxiv.

32. Chile ha avanzado en orientaciones sobre estudiantes LGTBIQA+xxv y en la actualización de la
Política Nacional de Estudiantes Extranjerosxxvi y de pueblos indígenas. Sin embargo, estas
iniciativas no cuentan con los recursos necesarios, rutas de acción claras o un modelo teórico
que apoye la diversidad de las escuelas.

33. En 2023, UNICEF entregó los resultados sobre identificación de brechas en el acceso al
derecho a la educación de adolescentes infractores de ley. El mayor desafío consiste en
asegurar el financiamiento de la prestación educativa para que accedan a educación
integralxxvii.

34. En 2023, se modificó la Ley que crea el Sistema de Educación Públicaxxviii que busca construir
unidades territoriales administrativas bajo la responsabilidad de Servicios Locales de
Educación Pública para aumentar los recursos disponibles y disminuir las brechasxxix.

Recomendaciones
35. Asignar recursos suficientes para asegurar el derecho a la educación.
36. Seguir fortaleciendo la instalación de los Servicios Locales de educación pública y las

capacidades de los equipos para brindar apoyo adecuado a los docentes, en todo el país.
37. Eliminar las brechas en el financiamiento del derecho a la educación de estudiantes

extranjeros con NIP y asegurar su acceso a la Subvención Escolar Preferente.
38. Fortalecer la normativa sobre educación integral en sexualidad según los estándares

internacionales; integrar la Educación Sexual Integral en el diseño de las mallas curriculares de
formación de educadoras, profesores y profesoras con enfoque de derechos humanos;
acelerar la modificación de la Ley N°20.418 para ampliar la educación sexual a colegios de
educación básica.

Derecho a la salud
39. Persisten brechas en el acceso y la calidad de la salud entre los subsistemas de aseguramiento

privado y públicoxxx. El Gobierno impulsa políticas para fortalecer el sistema público de salud,
pero enfrenta resistencias del sector privado.

40. El COVID-19 afectó desproporcionalmente a las clases menos favorecidas usuarias del sistema
público de salud., en particular a personas afectadas por hacinamiento residencial, obreros en
las fábricas u otros entornos poco protegidos.
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41. La calidad de los servicios de salud para las personas privadas de libertad, dependiente de la
GENCHI, es insuficiente.xxxi

42. Preocupa la salud de víctimas de trauma ocular y otras graves heridas causadas por el uso
indebido de armas menos letales durante el “estallido social”. Se implementó el Plan de
Acompañamiento y Cuidado a Personas Víctimas de Trauma Ocular, pero persisten desafíos
vinculados con la centralidad de la atención en la capital, la escasez de profesionales
especialmente para atención en salud mental.

43. En 2021 se publicó la Ley 21.332 sobre salud mental. Organizaciones de sociedad civil
manifestaron su falta de participación efectiva en la elaboración de la Ley y la permanencia del
modelo biomédico. MINSAL desarrolla una Estrategia de Salud Mental y Derechos Humanosxxxii

con apoyo de ONU Chile. La estrategia contemplaría una Norma Técnica sobre Terapias
Electroconvulsivas; ONU Chile no tiene información de la versión final de la Norma.
Organizaciones de sociedad civil expresaron dificultades para su participación en la Estrategia.

44. En 2022 el Hospital Psiquiátrico El Salvador fue denunciado por practicar terapia
electroconvulsiva sin anestesia. En instancias judiciales el Hospital informó que el recinto no
cuenta con recursos suficientes para la contratación de un anestesista.

45. No se registran acciones para aplicar íntegramente el Programa Especial de Salud y Pueblos
Indígenas.
Recomendaciones

46. Fortalecer el sistema público de salud para cerrar las brechas en el goce y ejercicio del derecho
a la salud.

47. Integrar la atención de salud de las personas privadas de libertad en el sistema general de
salud (MINSAL) y mejorar su financiamiento y calidad.

48. Garantizar la atención integral en salud para la rehabilitación de las víctimas del “estallido
social”.

49. Continuar implementando la Estrategia de Salud Mental y Derechos Humanos que para poner
fin a prácticas abusivas y garantizar el desarrollo de acceso a la salud mental en la comunidad.

50. Aplicar el Programa Especial de Salud y Pueblos Indígenas y asegurar la participación de los
Pueblos Indígenas en la formulación y evaluación de los Planes de Salud Intercultural.

Derechos sexuales y reproductivos
51. En 2020 MINSAL informó la existencia de anticonceptivos defectuosos distribuidos en el

sistema público de salud a cientos de mujeres xxxiii. En 2021 se presentó un proyecto de ley
modificatorio del Código Sanitario para establecer una presunción de responsabilidad civil por
los daños causados, el cual se encuentra en primer trámite constitucionalxxxiv. En 2023 se
anunció la incorporación progresiva de 27 métodos anticonceptivosxxxv a la Ley de la
CENABAST con el fin de reducir el precio de venta y disminuir el gasto en su acceso.

52. En 2021 la Cámara de Diputados/as rechazo ́ el proyecto de ley de despenalización del aborto
en las primeras 14 semanas de gestaciónxxxvi. En 2022 se adoptó la Estrategia Nacional de Salud
para los Objetivos Sanitarios al 2030 que integra medidas de promoción y protección de
DSRxxxvii. Información sobre el número de objetores de conciencia para la interrupción
voluntaria del embarazo en establecimientos públicos de salud evidencia un número elevado
de estos, especialmente en zonas rurales que, en la práctica, según información de sociedad
civil, obstaculizan el acceso al abortoxxxviii.
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Recomendaciones
53. Aprobar la legislación que establece una presunción de responsabilidad civil por los daños

causados por medicamentos anticonceptivos defectuosos.
54. Adoptar protocolos y medidas para asegurar el acceso a la interrupción voluntaria del

embarazo en los casos previstos por ley.

Libertad de expresión y opinión
55. Chile no tipifica como acto punible la propaganda a favor de la guerra y la apología del odio

nacional, racial o religioso.
56. Los medios de comunicación se concentran en grupos empresariales lo que pudiese afectar la

diversidad de información.
57. Se tramita un proyecto de ley para la protección de periodistas y trabajadores/as de las

comunicaciones cuyas labores están estrechamente relacionadas con la libertad de prensa, el
derecho a la libertad de expresión y acceso a la informaciónxxxix.

58. En la discusión pública, particularmente en el contexto del primer proceso constitucional, se
desató una ola sin precedente de noticias falsas en contra del proyecto constitucional, así
como en contra de la ONU.

Recomendaciones
59. Fortalecer los medios comunitarios y su sostenibilidad financiera con el fin de impulsar la

diversidad y la participación ciudadana. Asimismo, se recomienda regular el patrimonio
documental o digital, o el ciberespacio.

60. Aprobar el proyecto de ley sobre protección de los periodistas y los trabajadores de las
comunicaciones, el cual sigue orientaciones de la UNESCO y recomendaciones de la CIDH.

Derecho a la verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición
61. En 2023 se conmemoraron 50 años del golpe militar en Chile.
62. En 2023 se lanzó el Plan Nacional de Búsquedaxl y una agenda legislativa que contempla el

levantamiento parcial de la reserva de los archivos de la Comisión Nacional sobre Prisión
Política y Tortura y la tipificación de los delitos de desaparición forzada y ejecución
extralegalxli.

63. El Poder Judicial avanzó en el reconocimiento del carácter imprescriptible de los crímenes de
lesa humanidad y de la reparación de los daños causados por estos. Continua vigente el
Decreto Ley N°2191 de Amnistía, pese a la falta de aplicación en sede judicial.

64. El número de procesos y sentencias por crímenes cometidos en dictadura aumentó, también
el número de sentencias que otorgan reparación por daños. Preocupa los lentos avances de la
investigación y sanción de estos hechos. En 2022-2023 aumentó el número de condenados
que se encuentran prófugos.

65. Chile no cuenta con una instancia calificadora permanente para las víctimas de violaciones de
los derechos humanos que quieran acreditar su calidad de víctima.

Recomendaciones
66. Derogar el Decreto-Ley N°2.191 de Amnistía.
67. Aumentar los esfuerzos en la investigación y sanción de los crímenes cometidos en dictadura,

asegurando la implementación de medidas que garanticen la aprehensión de los condenados.
68. Implementar el Plan Nacional de Búsqueda observando los Principios Rectores de la Búsqueda

de las Personas Desaparecidas.
69. Establecer un mecanismo o instancia permanente para el reconocimiento de las víctimas de la

dictadura.
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Derecho a un medio ambiente limpio, sano y sostenible
70. En 2020 Chile aprobó la Política Nacional para el Riesgo de Desastres 2020-2030 y en 2021

promulgó la Ley N° 21.364 que creó el Sistema Nacional de Prevención y Respuesta ante
Desastres.

71. En 2022 se promulgó la Ley Marco de Cambio Climático que consagra la neutralidad de
carbono para 2050xlii. PNUD y PNUMA implementan planes en materia de reducción de la
vulnerabilidad climática”xliii; FAO apoya con planes sectoriales de adaptación.

72. Chile avanzó en la creación de políticas y normas ambientales de calidad y de emisión en
materia de aire. En 2023 se publicó la norma primaria de calidad del aire para el compuesto
orgánico volátil bencenoxliv y la norma de emisión de olores para el sector porcinoxlv. Está
pendiente la dictación de otras normas técnicas ambientales para suelos, ruido, aire, y para
proteger cuerpos lacustres, aguas continentales superficiales y aguas marinas.

73. El Gobierno se comprometió a eliminar las “zonas de sacrificio” que afectan el derecho al
medio ambiente sano y la salud de las personas. En 2022 se anunció el cierre de la Fundición
Ventanas de CODELCO pero gran parte de estas zonas se mantiene.

74. En 2023 el Relator Especial sobre Derechos Humanos y el Medio Ambiente visitó Chilexlvi.
75. En 2023 se promulgó la Ley 21.600 que crea el Servicio Nacional de Biodiversidad y Áreas

Protegidasxlvii.
Recomendaciones
76. Dictar normas de calidad ambiental para suelos, ruido, aire, y aquellas destinadas a la

protección de cuerpos lacustres, aguas continentales superficiales, y aguas marinas.
77. Diseñar y adoptar políticas con enfoque de derechos que rijan la producción, importación,

venta, uso y eliminación de sustancias que puedan dañar a la salud humana o al medio
ambiente.

78. Avanzar en la eliminación de las “zonas de sacrificio”.
79. Promover el diseño y la oportuna implementación de la regulación de la Ley Marco de Cambio

Climático, con un enfoque global y participativo.
80. Implementar el Acuerdo de Escazú, en particular, ampliando y garantizando los espacios de

participación en los procesos de toma de decisiones ambientales.

Derecho a la seguridad social
81. Desde el 2012 Chile cuenta con una serie de bonos y transferencias focalizadas, siendo un

desafío su consolidación en un sistema de protección social que avance hacia la universalidad,
con transferencias unificadas y que permitan garantizar un nivel mínimo de ingreso para todos
los hogares, como un componente básico para establecer un Piso de Protección Socialxlviii.

82. En 2023 se promulgó la Ley N° 21.538 que amplió la cobertura de la Pensión Garantizada
Universal para asegurar una renta básica a las personas jubiladas más vulnerables y mejorar la
equidad del sistema previsionalxlix.

Derechos de las mujeres
83. Se encuentran en tramitación legislativa: i) proyecto de ley sobre el derecho de las mujeres a

una vida libre de violencial;; ii) proyecto de ley sobre el régimen patrimonial de sociedad
conyugal li; iii) proyecto de ley para promover la transparencia y la adopción de medidas de
inclusión laboral para las mujeres lii; y iv) proyecto de ley para conciliar la vida laboral, familiar
y personalliii.
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84. Según el MMEG en 2021 el 42,3% de las mujeres migrantes señalaron haber sido víctimas de
violencia alguna vez en su vida y el 24,5% haber enfrentado situaciones de violencia en los
últimos 12 meses.

85. Existen esfuerzos para combatir la violencia contra las mujeres rurales, empoderar a las
mujeres y crear espacios libres de violencialiv, sin embargo, persisten brechas en materia de
autonomía económica y continúan expresiones y situaciones de violencia de género.

86. En 2022, el Ministerio Público, con ACNUDH y ONU Mujeres, adaptó el Modelo de Protocolo
Latinoamericano de Femicidio.

87. En 2017 se implementó la "ley de cuotas” para acelerar el aumento del porcentaje de mujeres
legisladoraslv.

88. De 2021a 2023 se incorporó la paridad de género en la composición de los órganos de los
procesos constitucionales desarrollados.

89. El texto constitucional, rechazado en el plebiscito de 2022, integraba el principio de la igualdad
formal y sustantiva. En la propuesta del proceso constitucional 2023 la igualdad sustantiva no
es mencionada de forma explícita, pero existen ciertos artículos relacionadoslvi.

90. La brecha salarial entre hombres y mujeres se mantiene pese a que desde 2009 rige la ley
20.348 que resguarda el derecho a la igualdad en las remuneracioneslvii.
Recomendaciones

91. Adoptar la ley sobre el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y los otros
proyectos legislativos mencionados que favorecen los derechos de las mujeres.

92. Continuar e implementar los esfuerzos para promover la igualdad de las mujeres en cargos de
representación política y a nivel salarial.

Derechos de niños, niñas y adolescentes
93. Chile cuenta con institucionalidad para la protección de NNA. En 2018 se creó la Subsecretaría

de la Niñezlviii y la Defensoría de los Derechos de la Niñezlix. En 2021 se creó el Servicio Nacional
de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia (SNPE)lx y en 2022 el Sistema de
Garantías para la Protección Integrallxi y el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil
(SNRJ)lxii.

94. Persisten violaciones de derechos humanos de NNA, especialmente para la niñez bajo
protección del Estado a través de cuidado alternativo residencial. Se desarrolló el plan
"Protección de la Vida" con foco en niñez bajo protección del Estado y en conflicto con la ley
penal. Se han coordinado esfuerzos para proveer un servicio de reinserción social más
adecuado, generando procesos de formación para la especialización del capital humano y
creando residencias de vida familiar con menos NNA y mejor infraestructura. Persisten
desafíos en salud mental, prevención y sanción del maltrato.

95. El SNPE ha coordinado esfuerzos con SENADIS para proveer una atención adecuada a NNA con
discapacidad que permanecen en residencias de cuidado alternativo.

96. Continúa pendiente la implementación de un proceso de verdad, justicia, reparación y
garantías de no repetición para NNA víctimas de violaciones a derechos humanos mientras
estaban bajo protección del Estado en cuidado alternativo residencial. La Defensoría de la
Niñezlxiii y UNICEFlxiv identificaron acciones y recomendaciones para apoyar al Estado en asumir
este desafío.

97. Destaca la Ley N° 21.522 que tipifica el delito de explotación sexual comercial de NNA, aunque
se requiere la asignación de recursos humanos y financieros para investigar y sancionar a los
responsables, y para la especialización de los profesionales de los programas estatales de
representación jurídicalxv.
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98. Chile no cuenta con una estrategia para prevenir y combatir todas las formas de violencia
contra NNA aunque hay avances como el reconocimiento del "Derecho a la protección contra
la violencia”, la protección contra la explotación económica, la explotación de información e
insumos actualizados respecto a explotación sexual comercial, y el Plan de Acción de la Política
Nacional de la Niñez y Adolescencia; todos establecidos en la Ley 21.430lxvi.

99. No existe norma que prohíba el castigo corporal a NNA.
100. Desde 2021, está pendiente establecer el IV marco para la acción en contra de la

explotación sexual comercial.
101. En 2022 se modificó la Ley N° 21.120lxvii que establece el reconocimiento y da protección a

la identidad de género, incluyendo a adolescentes mayores de 14 años. Con base en esta ley,
se aprobó un reglamento que incorporó mecanismos para el acompañamiento de
adolescentes.

102. En 2022 se aprobó la Ley N° 21.515 que establece la mayoría de edad como requisito
esencial para contraer matrimoniolxviii.

103. Existe una Estrategia para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantillxix, pero no hay
información sobre el aumento de inspectores del trabajo. Está en proceso de aplicación la
encuesta EANNA que permitirá dimensionar la situación del trabajo infantillxx.

Recomendaciones
104. Implementar un proceso de verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición para

NNA víctimas de violaciones de derechos humanos en cuidados residenciales.
105. Prohibir el castigo corporal de NNA.

Derechos de las personas refugiadas y migrantes
106. A diciembre de 2021 cerca de 1,5 millones de personas refugiadas y migrantes regulares

residían en Chilelxxi. En los últimos años se intensificó el flujo migratorio, mayoritariamente
venezolano. Registros del empadronamiento biométrico indican que hay 190.000 personas
refugiadas y migrantes en situación irregularlxxii.

107. Desde 2019, las Fuerzas Armadas se desplegaron para proteger fronteras.
108. No se registran medidas especiales para el resguardo del derecho a buscar y recibir asilo,

especialmente en fronteralxxiii.
109. En febrero de 2022 entró en vigor la Ley de Migración y Extranjería Nº 21.325lxxiv.
110. Personas migrantes y refugiadas experimentaron un mayor aumento en el índice de

pobreza de 10,8% en 2017 a 17% en 2020, en tanto la población chilena pasó de 8,4% a
10,4%lxxv. Menos de la mitad de la población refugiada y migrante trabaja en su profesiónlxxvi

pese a contar con un nivel de educación superior (39,9%), un alto porcentaje de la población
refugiada y migrante ingresa al mercado laboral informalmente (41,8%) y trabaja en
ocupaciones básicaslxxvii.

111. Uno de los principales factores que afecta la integración socioeconómica es la falta de
documentación de identidad válida y vigente para la obtención de visas, y las dificultades para
obtener un estatus migratorio regular, especialmente para personas que ingresaron por pasos
no habilitadoslxxviii. A ello se suman los extensos tiempos de los trámites para obtener una
residencia temporal o definitiva, que en la práctica dificultan el acceso a derechos básicos
(salud), servicios financieros y al mercado laborallxxix.

112. La xenofobia y la discriminaciónlxxx dificultan la integración de personas refugiadas y
migrantes, en particular para las personas haitianas que afrontan barreras lingüísticaslxxxi.

113. En 2023 se publicó un resumen ejecutivo de la Política Migratoria, enfocada en “gestión
administrativa y documentación de la población extranjera como factor para garantizar la
regularidad de las personas” y “gestión de fronteras para regulación y orden de los flujos
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migratorios emergentes”lxxxii.
114. En 2023, se presentó un proyecto de ley que modifica la Ley de Refugiolxxxiii para

establecer una etapa de “admisibilidad” al procedimiento de asilo y rechazar las solicitudes
que no cumplan con los requisitos formales establecidos o que se consideren manifiestamente
infundadas. ACNUR expresó preocupación sobre los obstáculos al ejercicio del derecho a
buscar y recibir asilo que puedan producirse con dicha modificación considerando que no se
puede negar el acceso a la protección internacional por el incumplimiento de requisitos
formales y que la calificación de una solicitud como manifiestamente infundada resulta una
decisión sobre el fondo del asunto y no así de admisibilidadlxxxiv.

115. Existe un retraso injustificado en la tramitación de las solicitudes de asilo. En 2022, Chile
registró más de 11.000 solicitudes de asilo pendientes de resolución, de las que solo 1.739 se
resolvieron ese año. De este número, solo 59 personas fueron reconocidas (3%); las demás
solicitudes fueron rechazadas o archivadas. Preocupa la baja tasa de reconocimiento, que
refleja una interpretación y aplicación restrictiva de la definición de persona refugiada de la
Ley N° 20.430 en línea con la Convención de 1951lxxxv y la Declaración de Cartagena sobre los
Refugiados de 1984. Los solicitantes de asilo pueden tardar años en obtener una respuesta,
vulnerando los principios de celeridad y debida diligencia, parte del derecho fundamental al
debido procesolxxxvi.

116. Los tribunales se han referido a la denegación del acceso al procedimiento de asilolxxxvii. En
atención a una orden judicial, en 2023 el Servicio Nacional de Migraciones aprobó el Manual
de Procedimiento Administrativo del Departamento de Refugio y Reasentamientolxxxviii que
dispone requisitos de acceso al procedimiento de refugio que, según ACNUR, resultan
arbitrarios, extralegales y de difícil cumplimiento, institucionalizando barreras de acceso al
procedimiento.

117. Iniciativas legales en trámitelxxxix buscan ampliar el alcance de la “reconducción inmediata
en frontera”xc. La reglamentación no contempla la realización de un examen para la
determinación de necesidades de protección internacional que garantice el principio de no
devolución. ACNUR expresó preocupación por la garantía del debido proceso que implica el
derecho a ser escuchadas, acceder a representación adecuada y poder apelar las decisiones.

118. Se encuentra en trámite el proyecto de ley que tipifica el delito de ingreso clandestino al
territorio nacional xci.

119. El proceso constitucional 2023 contempla constitucionalizar las expulsiones expeditas de
extranjeros que hayan ingresado por pasos no habilitados y de aquellos que cometan un
crimen o delito simple, lo que resultaría inconsistente con el principio de no devolución sin
tomar en consideración las necesidades de protección internacional.

120. En 2023 se aprobó una modificación a la Ley N° 21.325 que amplió de 48 horas a 5 días el
plazo de privación de libertad de las personas extranjeras con ocasión de las expulsiones
administrativasxcii.

121. Los delitos de trata, principalmente con fines sexuales y laborales, y de tráfico ilícito de
migrantes, han tomado prevalencia. Según la encuesta DTM Colchane 2022, el 21% de
personas encuestadas declara haber sufrido alguna situación de abuso. El 38,1% de las
atenciones en las Casas de Acogida para mujeres vulneradas por trata de personas y migrantes
en situación de explotación en 2018-2020 fueron a mujeres migrantesxciii.

122. Existen desafíos en relación con la debida identificación de situaciones de trata y otras
necesidades de protección de NNA en la frontera como también para la adopción de medidas
de protección. No hay procedimientos de protección y apoyo a víctimas adecuados,
especialmente para NNA víctimas de trata.

Recomendaciones
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123. Atender al principio de no criminalización de la migración y de no sanción por ingreso
irregular a las personas con necesidades de protección internacional.

124. Implementar medidas urgentes y procedimientos administrativos que aseguren la
oportuna identificación de las necesidades de protección internacional, especialmente en
frontera, asegurando el acceso a los procedimientos de asilo en frontera y garantizando su
acceso al territorio en respeto del principio de no devolución. Fortalecer las capacidades de
funcionarios/as de frontera, en particular de las Fuerzas Armadas, para garantizar el respeto
de los derechos de personas refugiadas y migrantes, y con necesidades de protección
internacional.

125. Garantizar el acceso efectivo al procedimiento de asilo eliminando las barreras legales y
prácticas, y los requisitos arbitrarios, de conformidad con las obligaciones internacionales del
Estado. Garantizar que el examen formal de las solicitudes de asilo en la “etapa de
admisibilidad” del procedimiento de determinación de la condición de refugiado se limite
únicamente a la verificación de los requisitos expresamente establecidos en la Ley N° 20.430.

126. Fortalecer las capacidades para la resolución de las solicitudes de asilo e implementar
modalidades diferenciadas de procesamiento de casos.

127. Asegurarse que la detención de personas refugiadas y migrantes sea una medida
excepcional de último recurso, que los motivos se especifiquen en cada caso, explicitando las
razones por las cuales no se pueden implementar medidas alternativas, y garantizando
condiciones adecuadas y decentes en los centros de detención.

128. Adoptar políticas para garantizar derechos económicos, sociales y culturales de las
personas refugiadas y migrantes, y cerrar brechas en materia de pobreza, acceso al mercado
laboral y convalidación de títulos; incluyendo medidas que permitan la superación de barreras
lingüísticas.

129. Establecer procedimientos administrativos claros, eficientes, asequibles y accesibles para
responder oportunamente a las solicitudes de residencia y regularización presentadas por las
personas refugiadas y migrantes, asegurando que dispongan de documentos válidos de
identidad para acceder a los servicios sanitarios, financieros y de otro tipo.

130. Adoptar procedimientos de protección y apoyo a víctimas de trata de personas y tráfico
ilícito de migrantes, con particular énfasis en mujeres y NNA.

131. Fortalecer los mecanismos de regularización ordinarios e implementar los mecanismos
extraordinarios, considerando la duración de la estancia en el país, relaciones familiares y
situaciones de especial vulnerabilidad, como discapacidades, y que sean accesibles con costos
razonables.

132. Flexibilizar los requisitos de documentación de identidad en el acceso a mecanismos de
regularización, particularmente para NNA que carezcan de tales documentos y para personas
haitianas y venezolanas.

133. Impulsar acciones y medidas que combatan la xenofobia, el racismo y discriminación
contra las personas refugiadas y migrantes, y en su lugar, promover la interculturalidad, la
coexistencia pacífica y la cohesión social, mediante actividades educativas y de sensibilización.

Derechos de las personas con discapacidad
134. Pese a los avances, las personas con discapacidad enfrentan discriminación y obstáculos

en su acceso a la educación, al mercado laboral y a la vida independiente en la comunidad.
135. El Código Civil, a través de la figura de la interdicción, no reconoce la capacidad jurídica de

las personas con discapacidad en igualdad de condiciones, en contravención a la CDPD.
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136. Chile no cuenta con un Mecanismo de Seguimiento a la CDPD, lo que dificulta evaluar su
nivel de implementación.

137. En 2023 fue promulgada la Ley N° 21.545 que establece la promoción de la inclusión, la
atención integral y la protección de los derechos de las personas con trastorno del espectro
autista en el ámbito social, de salud y educación.

138. En el marco de la 16° Conferencia de Estados Parte de la CDPD￼￼ para la Discapacidad y
la Accesibilidad, se presentó el Modelo de Protocolo para la Maternidad de Mujeres con
Discapacidad.

Recomendaciones
139. Modificar el ordenamiento jurídico asegurando el reconocimiento del derecho a la

capacidad jurídica de las personas con discapacidad.
140. Establecer el Mecanismo de Seguimiento de la CDPD.
141. Implementar ajustes razonables y apoyos para la maternidad y paternidad de las personas

con discapacidad, tal como lo establece el Modelo de Protocolo para la Maternidad de
Mujeres con Discapacidad

Derechos de las personas afrodescendientes
142. En 2019 se publicó la Ley N° 21.151 de Reconocimiento Legal al Pueblo Tribal

Afrodescendiente. El Reglamento previsto en la ley para su ejecución, que por norma debía
dictarse en el plazo de un año desde la publicación de la ley, no ha sido publicado.

143. En ambos procesos constitucionales, el pueblo tribal afrodescendiente no contó con
escaños reservadosxciv ni con disposiciones de reconocimiento de sus derechos específicos.

144. Se está discutiendo la modificación a la Ley de Patrimonio y se informó sobre el desarrollo
de un proceso de consulta previa al pueblo tribal afrodescendiente.

145. El próximo Censo de Población integrará por primera vez la variable afrodescendientexcv.
Recomendaciones
146. Adoptar el reglamento de la Ley N°21.151 e implementar acciones para incluir en el

sistema de educación nacional contenidos relacionados con el pueblo tribal afrodescendiente
chileno.

147. Velar por el reconocimiento constitucional de los derechos del pueblo tribal
afrodescendiente chileno.

Derechos de las personas LGBTIQA+
148. En 2021 se promulgó la Ley N° 21.400 de Matrimonio entre Personas del Mismo Sexo, la

que además otorga reconocimiento de filiación a familias homoparentales y extiende los
efectos patrimoniales del matrimonio.

149. En 2022 un estudio diagnóstico sobre la situación de la Red de Oficinas Municipales por la
Diversidad arrojó que: “un 68,4%] de las personas LGTBIQ+ que acuden a las oficinas] indicó
discriminación en el espacio educacional; 31,6% en el acceso a la vivienda; 68,4% en el acceso
a la salud y un 84,2% en el acceso a espacios laborales formales”. El estudio constató la
preocupación de las personas LGTBIQ+ por la violencia (física, psicológica, verbal, sexual u
otra) por parte de funcionarios públicos (municipales o de otras entidades) o funcionarios
policiales, en el interior del círculo familiar o por parte de personas en la vía pública. Uno de
los principales desafíos es la falta de un marco normativo que disponga la creación de estas
oficinas de diversidad como parte de la institucionalidad municipal, lo que incide en la
disponibilidad de recursos humanos y financieros.

Recomendaciones
150. Impulsar la creación de Oficinas de Diversidad en la institucionalidad municipal.
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151. Implementar políticas para prevenir y sancionar la violencia contra las personas LGTBIQA+.

Derechos de los pueblos indígenas
152. El proceso constituyente 2022 contó con escaños reservados para pueblos indígenas y

contempló un fortalecimiento significativo de sus derechosxcvi. En el proceso constituyente
2023 la participación indígena en el órgano redactor fue menor y poco representativa, y el
reconocimiento de derechos menos amplio.

153. La situación del pueblo Mapuche genera preocupación por los episodios de violencia y la
respuesta del Estado centrada en medidas de seguridad y militarización. Desde mayo de 2022
rige un estado de excepción constitucional de emergencia en la Región de La Araucanía y en
las provincias de Arauco y del Biobío, de la Región del Biobíoxcvii.

154. El Gobierno implementa dos iniciativas principales para abordar la situación del pueblo
Mapuche: la Comisión de Paz y Entendimiento, para temas de tierras, y el Plan para el Buen
Vivir, centrado en el desarrollo en el territorioxcviii.

Recomendaciones
155. Fortalecer el reconocimiento de los pueblos Indígenas y la protección de sus derechos a

nivel constitucional, legal, y de políticas públicas.
156. Seguir implementando políticas para avanzar hacía una resolución justa de las diferencias

entre el Estado chileno y el pueblo Mapuche.

Derechos de las personas privadas de libertad
157. Las personas privadas de libertad enfrentan situaciones de hacinamiento carcelario,

obstáculos en el acceso a los derechos a la salud, la educación, entre otros desafíos.
158. En 2020 GENCHI publicó la Resolución Exenta N° 3925, en materia de pertinencia cultural y

religiosa (con enfoque en privados de libertad indígenas)xcix. En septiembre 2023 se presentó la
propuesta de reforma al Reglamento Penitenciarioc que incorpora algunos elementos de dicha
Resolución.

159. El segundo Informe Anual del MNPT (2022) reportó que el país tiene unidades
penitenciarias donde las mujeres gestantes o con hijos/as hasta 2 años conviven con población
femenina común, en condiciones sanitarias preocupantes. El proyecto de ley que busca que
las mujeres embarazadas o con hijos/as hasta 2 años no cumplan su sentencia en un centro
penal, sino que accedan a la suspensión de la pena, presentado en 2017, continua en trámite
legislativo.

Recomendaciones
160. Adoptar una Ley de Ejecución Penal que incorpore estándares internacionales de derechos

humanos (incluyendo Reglas Mandela, Reglas de Bangkok, Posición Común de la ONU sobre
Encarcelamiento)

161. Modificar la legislación para que las mujeres embarazadas o con hijo/as de hasta 2 años
tengan posibilidad de acceder a la suspensión de la pena.

i Este último entrará en vigor en junio de 2024. Actualmente, la OIT presta asistencia técnica para su implementación
ii Sobre Trabajadoras y Trabajadores Domésticos
iii Según el ciclo de memoria establecido, el Estado deberá responder en 2025.
iv ACNUDH envió una carta al Senado manifestando su preocupación y solicitó “legislar tomando en consideración los compromisos
internacionales del Estado de Chile”.
v Con 18 votos a favor y 16 en contra.
vi Creada en 2018.
vii https://www.senado.cl/noticias/derechos-humanos/postulacion-de-nueva-defensora-de-la-ninez-no-alcanzo-el-quorum-requerido
viii Universidad de Chile, Centro de Sistemas Públicos, “Evaluación Final del Primera Plan Nacional de Derechos Humanos”, diciembre
2022. Disponible en: https://www.derechoshumanos.gob.cl/wp-content/uploads/2023/03/INFORME-FINAL-PNDH-CSP-.pdf

https://www.senado.cl/noticias/derechos-humanos/postulacion-de-nueva-defensora-de-la-ninez-no-alcanzo-el-quorum-requerido
https://www.derechoshumanos.gob.cl/wp-content/uploads/2023/03/INFORME-FINAL-PNDH-CSP-.pdf
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ix OHCHR, “Informe sobre la Misión a Chile 30 de octubre- 22 de noviembre de 2019”. Disponible en:
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Countries/CL/Report_Chile_2019_SP.pdf
x Esta Unidad tiene un carácter permanente, técnico, transversal, y su función será apoyar al diseño e implementación de esta reforma.
Es conformada por académicas y académicos expertos de distintas universidades, representantes del Senado y la Cámara, de la
Asociación Chilena de Municipalidades, de los(as) Gobernadores regionales, de organismos internacionales, centros de estudio y
fundaciones de todo el espectro político. ACNUDH es parte de la Unidad Consultiva.
xi El proyecto de ley fue modificado y se suprimió la causal de presunción de legítima defensa privilegiada para las y los funcionarios
encargados de hacer cumplir la ley que repelieran mediante un arma letal una agresión que fuese estimada por el funcionario con
potencialidad mortal o lesiva.
xii Aunque estos funcionarios portan armas, lo que puede resultar contraproducente.
xiii Ley N° 20.845
xiv Esta ley dispone que los procesos de admisión de estudiantes deberán ser objetivos y transparentes, con respeto a su dignidad
xv La ley surge de un diagnóstico que da cuenta del alto nivel de segregación del sistema escolar chileno, que perpetuaba la inequidad de
oportunidad y obstaculizaba la calidad del aprendizaje.
xvi A la fecha no hay una evaluación sistemática y general sobre el impacto de la ley en el sistema educativo.
xvii Centro de Estudios Mineduc y Banco Mundial, ”Impacto del COVID-19 en los resultados de aprendizaje y escolaridad en Chile”,
Santiago de Chile: CEM y Banco Mundial, 2020, disponible en: https://www.mineduc.cl/wp-
content/uploads/sites/19/2020/08/EstudioMineduc_bancomundial.pdf; Consejo para la Reactivación Educativa, ”Informe de
Recomendaciones”, 2023, disponible en: https://www.mineduc.cl/wp-
content/uploads/sites/19/2023/06/Informe_Recomendaciones_ConsejoReactivacionEducativa.pdf.
xviii Previo a la obtención del Rol Único Nacional (RUN)
xix El modelo de financiamiento de la educación vigente en Chile asigna los recursos financieros a las unidades educativas, principalmente
a partir de la variable “asistencia a clases del alumno”, operacionalizada mediante el promedio de alumnos/mes que diariamente asiste al
establecimiento escolar. En la última década se han hecho importantes esfuerzos por incorporar un financiamiento basal al nivel de la
administración. Por ejemplo, la subvención preferencial escolar (SEP), otorga un mayor monto a la escuela por alumno “prioritario”
(alumno de situación económica vulnerable). todavía para la mayoría de las escuelas sus recursos disponibles se explican por el
componente variable de asistencia y matrícula de sus estudiantes. Si bien esta subvención preferencial ha tenido una alta valoración por
parte de las comunidades educativas, se identifican los dos nudos críticos mencionados, respecto de los estudiantes extranjeros con
Identificador Provisorio y de los centros de educación inicial con financiamiento público (jardines infantiles).
xx Mejoras como apoyo socioemocional, aulas de reingreso en escuelas tradicionales, y diferentes modalidades para el egreso de la
enseñanza secundaria.
xxi El proyecto de ley que crea dicha subvención fue presentado al Congreso el boletín 14309-04, pero no hay avances en su trámite
legislativo desde enero de 2023.
xxii Jardines infantiles que atienden niños y niñas de 0 a 4 años.
xxiii En la mesa participó UNFPA, UNESCO y UNICEF y se desarrolló una jornada nacional para abordar la educación sexoafectiva con
enfoque de género.
xxiv Libelo acusatorio completo disponible en: https://www.camara.cl/verDoc.aspx?prmTipo=SIAL&prmID=73569&formato=pdf
xxv En mayo de 2023 el MINEDUC publicó las “Orientaciones para el resguardo del bienestar de estudiantes con identidades de género y
orientaciones sexoafectivas diversas en el sistema educativo chileno”, que corresponden a una actualización de las orientaciones
presentadas en años y administraciones anteriores, incluidas las de 2017. Fuente: https://www.mineduc.cl/inclusion-de-las-personas-
lgbtiqa-en-el-sistema-educativo/
xxvi En 2018, MINEDUC adoptó la Política Nacional de Estudiantes Extranjeros 2018-2022, y en enero de 2023 se anunció el inicio del
proceso de actualización de esta política. https://www.mineduc.cl/actualizacion-de-la-politica-nacional-de-estudiantes-extranjeros
xxvii Cuando la demanda es "baja" (baja en número de adolescentes), los recursos financieros no logran cubrir todo el número de
profesores/as que se requieren y por tanto, se cierra el programa educativo al interior del centro privativo de libertad.
xxviii Ley Nº 20.040
xxix Esta Ley reemplazó el sistema municipal, respecto del cual la evidencia ha demostrado que existe una inequidad en recursos entre
municipios de gran envergadura lo cual se traduce en una inequidad de resultados educacionales.
xxx Banco Mundial, “Hacia un sistema de salud equitativo y sostenible”, 2021, disponible en:
https://documents1.worldbank.org/curated/en/385921633981440615/pdf/Hacia-un-Sistema-de-Salud-Equitativo-y-Sostenible.pdf
xxxi INDH, Estudio de las Condiciones Carcelarias en Chile 2019, Diagnóstico del cumplimiento de los estándares internacionales de
derechos humanos en la privación de libertad, 2021, disponible en: https://bibliotecadigital.indh.cl/items/e87ac642-75c7-4b2a-adf2-
af3f52952dbb; Comité para la Prevención de la Tortura (2021). Resumen Ejecutivo del Informe Diagnóstico de caracterización y
vulneraciones a los derechos humanos en el área Penitenciaria. Santiago de Chile, disponible en: https://mnpt.cl/wp-
content/uploads/2022/03/Resumen-Ejecutivo-Area-Penitenciaria-1.pdf
xxxii https://www.gob.cl/noticias/inicia-su-trabajo-la-estrategia-nacional-de-salud-mental-y-derechos-humanos/
xxxiii Información comunicada a través del Instituto de Salud Pública mediante comunicados y/o alertar en su página web de fecha 24 de
agosto de 2020, 4 de septiembre de 2020 (https://www.ispch.gob.cl/noticia/isp-suspende-registro-sanitario-al-producto-farmaceutico-
anulette-cd-comprimidos-recubiertos/) y 5 de otubre de 2020
(https://www.ispch.cl/sites/default/files/comunicado/2020/10/Scan06-10-2020-164745.pdf).
xxxiv Boletín N° 14.094-11. El proyecto de ley, "busca solucionar alguna de las problemáticas que aquejan a las personas gestantes
afectadas por un anticonceptivo con fallas de composición, a través de un procedimiento menos revictimizante que el actual, más
acotado, con mayor posibilidad de indemnización y con sanciones más duras.
xxxv Estos 27 métodos representan el 60% de la demanda actual de anticonceptivos.
xxxvi Boletín N° 12038-04.

https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Countries/CL/Report_Chile_2019_SP.pdf
https://www.mineduc.cl/wp-content/uploads/sites/19/2020/08/EstudioMineduc_bancomundial.pdf
https://www.mineduc.cl/wp-content/uploads/sites/19/2020/08/EstudioMineduc_bancomundial.pdf
https://www.mineduc.cl/wp-content/uploads/sites/19/2023/06/Informe_Recomendaciones_ConsejoReactivacionEducativa.pdf
https://www.mineduc.cl/wp-content/uploads/sites/19/2023/06/Informe_Recomendaciones_ConsejoReactivacionEducativa.pdf
https://www.camara.cl/verDoc.aspx?prmTipo=SIAL&prmID=73569&formato=pdf
https://www.mineduc.cl/orientaciones-para-la-inclusion-estudiantes-de-la-comunidad-lgbtiqa/
https://www.mineduc.cl/orientaciones-para-la-inclusion-estudiantes-de-la-comunidad-lgbtiqa/
https://www.mineduc.cl/inclusion-de-las-personas-lgbtiqa-en-el-sistema-educativo/
https://www.mineduc.cl/inclusion-de-las-personas-lgbtiqa-en-el-sistema-educativo/
https://documents1.worldbank.org/curated/en/385921633981440615/pdf/Hacia-un-Sistema-de-Salud-Equitativo-y-Sostenible.pdf
https://mnpt.cl/wp-content/uploads/2022/03/Resumen-Ejecutivo-Area-Penitenciaria-1.pdf
https://mnpt.cl/wp-content/uploads/2022/03/Resumen-Ejecutivo-Area-Penitenciaria-1.pdf
https://www.gob.cl/noticias/inicia-su-trabajo-la-estrategia-nacional-de-salud-mental-y-derechos-humanos/
https://www.ispch.gob.cl/noticia/isp-suspende-registro-sanitario-al-producto-farmaceutico-anulette-cd-comprimidos-recubiertos/
https://www.ispch.gob.cl/noticia/isp-suspende-registro-sanitario-al-producto-farmaceutico-anulette-cd-comprimidos-recubiertos/
https://www.ispch.cl/sites/default/files/comunicado/2020/10/Scan06-10-2020-164745.pdf
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xxxvii https://www.minsal.cl/wp-content/uploads/2022/03/Estrategia-Nacional-de-Salud-2022-MINSAL-V8.pdf
xxxviii Corporación Humanas,” Objeción de conciencia en establecimientos públicos de salud a cinco años de la dictación de la ley Nº
21.030 que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales “, 2022. Disponible en:
https://www.humanas.cl/wp-content/uploads/2022/12/INFORME-OBJETORES-DE-CONCIENCIA-2022.pdf
xxxix Boletín 14964-24.
xl https://www.derechoshumanos.gob.cl/plan-nacional-de-busqueda/
xli https://www.gob.cl/noticias/agenda-legislativa-derechos-humanos-avance-gobierno-victimas-dictadura-delito-desaparicion-forzada/
xlii Esta ley se está canalizando hacia políticas climáticas específicas a nivel nacional, regional y local, incluida una estrategia financiera.
Actualmente se está trabajando en las Regulaciones que darán el sostén a la Ley en el país, por tanto, una recomendación podría darse
también en este ámbito.
xliii En la actualidad el PNUD, apoya activamente al Ministerio del Medio Ambiente de Chile en la formulación de una "Estrategia Nacional
de Transición Socio ecológica Justa", orientada a fortalecer los procesos de transición hacia un modelo de desarrollo más sostenible, y
también a la recuperación socioambiental de los territorios denominadas "Zonas de Sacrificio".
xliv DS 05/2023.
xlv D.S. 9/2023.
xlvi En su informe preliminar el Relator concluyó que el Estado “ha tomado algunas medidas importantes para abordar las crisis
ambientales (...) pero el nivel y el ritmo de la implementación siguen siendo demasiado lentos y no cuentan con los recursos necesarios ni
cumplen con las obligaciones de derechos humanos de Chile”.
xlvii El Estado de Chile ha dado cumplimiento a uno de sus compromisos más relevantes de la última década en materia medioambiental,
que corresponde a la creación del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas (SBAP). Esta ley, publicada en el Diario Oficial en
septiembre de 2023, entrega mayor coherencia a la institucionalidad medioambiental para la protección de la biodiversidad, a la vez que
facilita la movilización de recursos para realizar los compromisos internacionales en materia de cambio climático (como la NDC 2020 y la
Estrategia Climática de Largo Plazo) así como el Nuevo Marco Global de Biodiversidad.
xlviii Recomendación 202 OIT
xlix La PGU es un beneficio dirigido a personas mayores de 65 años que asciende a un máximo de $206.173. La PGU se otorga a las
personas que cumplen ciertos requisitos de edad, residencia y cotización, y que no alcanzan a recibir una pensión mínima por el sistema
de capitalización individual. Esta pensión garantizada se financia con recursos fiscales y complementa la pensión que el afiliado recibe de
su cuenta individual.
l Boletín N° 11.077-07, ingresado en enero de 2017 y sin discusión parlamentaria desde octubre de 2022.
li Boletín N° 7567-07, ingresado en abril de 2011 y sin discusión parlamentaria desde octubre de 2018.
lii Boletín N° 15.694-34. Ingresado el 25 de enero de 2023. A través de este proyecto, empresas de 200 o más trabajadores/as deberán
elaborar un informe anual sobre el estado de la equidad de género al interior de la organización y las medidas adoptadas en su favor.
liii Boletín N° 16092-13 por ejemplo con derecho a jornadas híbridas para las y los trabajadores que desempeñan labores de cuidado de
un niño o niña o de una persona en situación de dependencia severa o moderada.
liv Por ejemplo, https://www.gob.cl/chileparatodas/
lv Esta ley establece que ninguno de los sexos puede superar el 60% ni estar por debajo del 40% en las listas de candidaturas. La sanción
al incumplimiento de esta ley es la no inscripción de las candidaturas. ver informe PNUD
https://www.undp.org/es/chile/publications/representaci%C3%B3n-pol%C3%ADtica-de-mujeres-en-el-poder-legislativo
lvi Artículo 2.2: "El Estado promoverá las condiciones de justicia y solidaridad para que la libertad, derechos e igualdad de las personas se
realicen, removiendo los obstáculos que lo impidan o dificulten".
Artículo 16.3: "El derecho a la igualdad ante la ley, a la igual protección de la ley y a la no discriminación. Ni la ley ni la autoridad podrán
establecer diferencias arbitrarias. Hombres y mujeres son iguales ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiado. En Chile no
hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Se prohíbe toda forma de discriminación, directa o indirecta. Los poderes públicos, en
sus actuaciones, deberán tener especialmente en consideración la confluencia de más de un motivo de diferencia arbitraria.
Para que este derecho se realice, el Estado deberá adoptar las medidas apropiadas y los ajustes razonables que sean necesarios".
Artículo 24: "El Estado deberá adoptar medidas adecuadas para realizar los derechos a la salud, a la vivienda, al agua y al saneamiento, a
la seguridad social y a la educación, atendiendo a (...) d) La remoción de obstáculos para asegurar condiciones efectivas de igualdad".
lvii Ley 20.438 ver por ejemplo https://www.evaluaciondelaley.cl/wp-
content/uploads/2019/07/ley_20348_igualdad_remuneraciones.pdf).
lviii Mediante Ley N° 21.090. Órgano rector del sistema de garantías para la protección integral de la niñez y adolescencia.
lix Mediante Ley N° 21.067. Órgano independiente del Estado para la promoción y defensa de derechos.
lx Ley N° 21.302.
lxi Ley N° 21.430, La ley tiene por objeto “la garantía y protección integral y el goce pleno de los derechos de los niños, niñas y
adolescentes, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos” en los distintos instrumentos legales nacionales e
internacionales adoptados por Chile. Esta Ley incorpora la implementación del sistema de garantías a nivel territorial a través de las
denominadas Oficinas Locales de la Niñez (OLN), las que se instalarán progresivamente en las 345 comunas del país. Dicha ley, junto con
establecer una serie de principios rectores en los que se sostiene, reconoce y afirma un catálogo de derechos y establece la obligación de
garantizar el pleno goce de los derechos a todos los niños y las niñas que habitan en Chile, a través de la oferta programática de los
órganos de la administración del Estado. La ley establece como vías de protección no excluyentes, tanto la protección judicial ante
vulneraciones de derechos ejercida a través de la función jurisdiccional por el Poder Judicial y la protección administrativa. Asimismo, la
Ley establece una serie de artículos contra la discriminación, consagrando en su art. 26 el derecho a la identidad, con especial
consideración de niños/as o adolescentes indígenas para tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, a emplear
su propio idioma y a intervenir en los procedimientos de consulta cuando lo establezca la ley.
lxii Ley 21.527, el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil convivirá con SENAME hasta el año 2025 dada la gradualidad de la
implementación del nuevo servicio.

https://www.minsal.cl/wp-content/uploads/2022/03/Estrategia-Nacional-de-Salud-2022-MINSAL-V8.pdf
https://www.derechoshumanos.gob.cl/plan-nacional-de-busqueda/
https://www.gob.cl/noticias/agenda-legislativa-derechos-humanos-avance-gobierno-victimas-dictadura-delito-desaparicion-forzada/
https://www.gob.cl/chileparatodas/
https://www.undp.org/es/chile/publications/representaci%C3%B3n-pol%C3%ADtica-de-mujeres-en-el-poder-legislativo
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lxiii https://www.defensorianinez.cl/comision-de-verdad-justicia-y-reparacion/
lxiv https://www.unicef.org/chile/informes/ruta-de-reparaci%C3%B3n-verdad-justicia-y-no-repetici%C3%B3n
lxv Programa Mi Abogado y Programa la Niñez y Adolescencia se Defienden
lxvi Este plan de acción está en evaluación (con la asistencia técnica de UNICEF) y en marzo 2024 se presentará su actualización,
oportunidad para que el Estado incorpore acciones necesarias para la prevención y abordaje de todo tipo de violencia.
lxvii Ley Chile - Biblioteca del Congreso Nacional (bcn.cl)
lxviii Ley N° 21.515
lxix https://www.noaltrabajoinfantil.cl/wp-content/uploads/2023/03/Estrategia-de-trabajo-infantil-CHILE.pdf
lxx Se espera contar con resultados preliminares en diciembre del 2023.
lxxi La principal nacionalidad de origen de los refugiados y migrantes en Chile es la venezolana (30%, con lo cual se ubica como el cuarto
país receptor de refugiados y migrantes de nacionalidad venezolana), seguida de Perú (16,6%), Haití (12,2%) y Colombia (11,7%) Instituto
Nacional de Estadísticas Chile, Servicio Nacional de Migraciones,” Informe de Resultados de la Estimación de Personas Extranjeras
Residentes en Chile al 31 de diciembre de 2021. Desagregación Nacional, Regional y Principales Comunas”, 2022.
lxxii https://serviciomigraciones.cl/empadronamiento-exitoso-balance-a-un-mes-de-inicio-de-fase-presencial/
lxxiii El despliegue fue autorizado inicialmente por el Decreto 265 de 2019 - prorrogado sucesivamente por el Decreto 217 de 2020, el
Decreto 234 de 2021, y el Decreto 204 de 2022-, y posteriormente por la Ley 21.542 y el Decreto 78 de 2023. En esta línea el gobierno
ingresó además dos proyectos de ley “Para la protección de la infraestructura crítica del país” (boletín 16.143-02) y que “Regula la
facultad de resguardo de áreas de las zonas fronterizas” (boletín 16.148-02), este último establece las atribuciones y deberes de las
Fuerzas Armadas y de las fuerzas de Seguridad y Orden Público en caso de que se desplieguen para salvaguardar las fronteras del
territorio nacional.
lxxiv institución con presencia a nivel nacional con direcciones regionales, y descentralizando la atención en materia migratoria.
lxxv Instituto Nacional de Estadísticas Chile, Encuesta de Caracterización Socieconómica Nacional Casen, 2020.
lxxvi Banco Mundial, Servicio Nacional de Migraciones y Centro UC, “Encuesta de Migración”, 2022.
lxxvii La explicación a esta situación es multifactorial, entre las razones figuran no contar con todos los requisitos y se suma el elevado
costo del trámite. CENEM Universidad de Talca, 2023.
lxxviii Como ejemplo, apenas un 12% de personas refugiadas y migrantes encuestadas indicaron contar con el pasaporte vigente de su país
de origen (DTM Arica ,2023).
lxxix Al respecto, la sentencia de la Corte de Apelaciones de Valdivia (Rol Protección- 111-2023, de 5 septiembre 2023) se establece que la
demora del Servicio Nacional de Migraciones en el pronunciamiento sobre una solicitud de permanencia definitiva es ilegal, arbitraria y
discriminatoria. Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Observaciones finales sobre los informes periódicos 22º y 23º
combinados de Chile, 2022.
lxxx Las personas colombianas y haitianas reportan haber sufrido discriminación, en un 44% y 42% respectivamente. Mientras que el
61,5% de las personas refugiadas y migrantes venezolanas encuestadas han experimentado discriminación. Organización Internacional
para las Migraciones, “Displacement Tracking Matrix - DTM Colchane”, 2022.
lxxxi Las barreras lingüísticas y culturales han sido un factor determinante en la integración de personas haitianas en donde entre un 54% y
61% señalan que podrían beneficiarse de programas de mejoramiento del idioma español en el país. Banco Mundial, Servicio Nacional de
Migraciones y Centro UC, “Encuesta de Migración “, 2022.
lxxxii Ministerio del Interior y Seguridad Pública, “Política Nacional de Migración y Extranjería. Versión Ejecutiva”, 2023. La Política
Migratoria reconoce como uno de sus ejes la protección de grupos vulnerables como NNA, mujeres víctimas de violencia intrafamiliar y
de género, adultos mayores, personas con discapacidad y víctimas de trata, entre otros grupos de especial protección”. Los 10 ejes
referidos son: regularidad migratoria; desarrollo económico y productivo; reunificación familiar; sujetos de protección especial;
seguridad, control de fronteras y crimen organizado; respuesta a emergencias, catástrofes y desplazamientos por el cambio climático;
integración e inclusión social; chilenos en el exterior; multilateralismo y relaciones internacionales; y, gobernanza y gestión migratoria.
lxxxiii Boletín Nº 16.034-06.
lxxxiv Presentación del ACNUR en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización sobre el proyecto de ley Boletín No. 16.034
con fecha 8 de agosto 2023, disponible en:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=17193&tipodoc=docto_comision
lxxxv Convención sobre el Estatuto de los Refugiados.
lxxxvi Resolución 04/19, Principios interamericanos sobre los derechos humanos de todas las personas migrantes, refugiadas, apátridas y
víctimas de la trata de personas, San Salvador, 7 de diciembre de 2019, Sección XII, Principio 40.
lxxxvii Corte Suprema de Justicia, Roles N°18.149-2019, 33.221-2019, 20.805-2020, 44.076-2020, 62.684-2020, 91.030-2022, 98.603-2022 y
26.355-2023.
lxxxviii Mediante resolución exenta N°21.726.
lxxxix Boletín N°16.034-06 y boletín N° 15.439-06.
xc Que permite reembarcar al país de origen o reconducir a la frontera a personas que sean sorprendidas intentando ingresar al territorio
nacional eludiendo el control migratorio, sea por pasos habilitados o no, o valiéndose de documentos falsificados o adulterados- sin
contemplar mecanismos para la identificación de necesidades de protección internacional. Prevista en el artículo 131 de la Ley Nº 21.325
de Migración y Extranjería.
xci Boletín ley N° 15.261.
xcii Ley 21.590 “Modifica la ley n°21.325, para ampliar el plazo de privación de libertad para la materialización de las expulsiones
administrativas”.
xciii Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, 2021.
xciv El 30 de diciembre de 2020, la CIDH y el ACNUDH instaron al Estado de Chile a “garantizar el derecho a la participación política del
pueblo tribal afrodescendiente chileno en el proceso de conformación de la Convención Constitucional, a través de acciones afirmativas
como el establecimiento de un escaño reservado”.
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https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1126480
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xcv CEPAL, ACNUDH y otras agencias de Naciones Unidas están brindando asistencia al Gobierno de Chile para el desarrollo de este
estudio conforme a los estándares internacionales.
xcvi PNUD y ACNUDH brindaron apoyo a los pueblos indígenas en el conocimiento de dicha propuesta así: (1) Apoyo técnico y logístico a la
participación de convencionales constituyentes en la Convención Constitucional, junto con ACNUDH; (2) Plataforma web “Pueblos
Indígenas y Constitución” con contenidos que aportan a la discusión sobre derechos de pueblos indígenas y la nueva Constitución, junto
con ACNUDH; (3) Informe “Derechos de los Pueblos Indígenas: Estándares internacionales, reconocimiento constitucional y experiencias
comparadas”, junto con ACNUDH; (4) Iniciativa “Plataforma Constitucional Indígena”, convenio con la Facultad de Derecho de la
Universidad de Chile, para apoyo técnico-jurídico a convencionales representantes de pueblos indígenas en la Convención Constitucional;
(5) Seminario web “Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas en la Nueva Constitución: diálogo y reflexión con convencionales
indígenas” (8 de junio de 2021); y, (6) Taller “Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas en la propuesta de Nueva Constitución”, junto
con ACNUDH, en Rapa Nui.
xcvii Se han realizado más de 30 renovaciones de dicho estado de excepción por el Congreso, debido a la situación de violencia presente.
xcviii ONU Chile ha brindado cooperación técnica en ambas dimensiones.
xcix ACNUDH brindó asistencia técnica en la elaboración de esta Resolución.
c Decreto 518 de 1998.
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